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Corresponde a la Sala, desatar el recurso de apelación interpuesto por el interno JAIME GUEVARA MORALES contra el auto interlocutorio proferido por la señora Juez Promiscua del Circuito de Belén  de Umbría (Rda.),  por medio del cual se le negó el sustituto de la prisión domiciliaria.

1.- PROVIDENCIA 

Tuvo su origen en la solicitud enviada por el Asesor Jurídico del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Belén de Umbría (Rda.), para que se le concediera la libertad al señor JAIME GUEVARA MORALES por ser persona mayor de sesenta y cinco (65) años, para lo cual se solicitó el concurso del médico legista, profesional quien conceptuó que el recluso se encontraba en buen estado de salud.

Frente a la petición, estimó que debía ser resuelta al tenor de lo dispuesto en el artículo 461 del C.P.P. (Ley 906 de 2004) que permitía que la pena de prisión intramural se sustituyera por la domiciliaria en los mismos casos de la detención preventiva, que estaban previstos en el artículo 314, para el caso: cuando el sentenciado fuera mayor de sesenta y cinco (65) años de edad, siempre que su personalidad, naturaleza y modalidad del delito hicieran aconsejable la reclusión en el lugar de su residencia, y, la grave enfermedad padecida.

De otro lado, el artículo 38 del Código Penal exigía en ese mismo sentido que la sentencia tuviera una pena mínima prevista en la ley, de cinco (5) años de prisión o menos y que el desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permitieran al juez fundada y motivadamente deducir que no pondría en peligro a la sociedad y no evadiría el cumplimiento de la pena.

Con ese panorama jurídico, abordó el estudio del caso puesto a su consideración y concluyó que si bien era cierto que el interno superaba los 65 años de edad, no lo era menos que se encontraba en buen estado de salud y por ende no sufría enfermedad grave. Por demás, no se satisfacían los aspectos objetivo y subjetivo exigidos por el artículo 38 o en el artículo 1º inciso 2º de la Ley 750 de 2002, en el sentido que el condenado no colocaría en peligro a la comunidad o las personas a su cargo. Así, no se podía desconocer que había cometido su reprochable acción contra una menor de edad que sufre de alteración mental.

El ser mayor de los 65 años, no lo hacía acreedor al mecanismo sustitutivo de la prisión domiciliaria, pues de la valoración de su comportamiento anterior, se desprendía que a pesar de su edad, no escatimaba esfuerzos para ocasionar daño a una menor y por consiguiente, no era posible acceder a lo solicitado. Se fundamentó en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y concluyó que se hacía necesario que la comunidad en general conociera que conductas como la juzgada serían tratadas drástica y enérgicamente, en especial, por tratarse de la formación sexual de los menores cuya alteración debía ser castigada ejemplarmente. Así, negó la sustitución contemplada en el artículo 38 del Código Penal.

2.- RECURSO 

Al sustentar el recurso, el interno señala que no tiene conocimientos sobre la Ley, pero que acude al recurso para obtener una disminución de su condena. Refiere encontrarse perdiendo dinero y una propiedad rural, que puede ser embragada por el banco. Señala que ha pagado la primera parte de su condena, que está rehabilitado y necesita salir a trabajar como siempre lo ha hecho, para evitar la pérdida de su tierra. Dice que por el momento tiene con qué vivir, pero de seguir las cosas así no sabe a que atenerse.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Para responder la petición que fuera elevada por la asesora jurídica del centro de reclusión donde descuenta su pena el señor GUEVARA MORALES, no es necesario partir de los requisitos consagrados en el artículo 38 del Código Penal, en relación con el instituto de la prisión domiciliaria. Y se dice así, porque esta es una norma específica que regula precisamente lo atinente con la concesión de la figura sustitutiva de la pena de prisión, que nada tiene que ver con la situación puesta de presente en este evento.

Para el caso que nos atañe, por ejemplo, es evidente que tanto en la legislación procesal existente al momento de cometerse el delito, como en la actual, que ciertamente podría ser empleada en desarrollo del principio de favorabilidad, es factible que la pena sea suspendida o sustituida en los precisos eventos de ser la persona condenada mayor de 65 años, encontrarse padeciendo de grave enfermedad e incluso, antes y después del parto, en el caso de las procesadas. Así está consagrado en el artículo 362 de la Ley 600 de 2000. De igual manera, una disposición un tanto similar aparece en el cuerpo de la Ley 906 de 2004, en virtud de lo reglado en el artículo 461 que remite de manera directa a las situaciones contempladas en el artículo 314 ídem, que además de las anteriores causales, incorpora una relacionada con las madres cabeza de familia.

Como se ve, en tales normas no existe un rango particular de pena que limite la aplicación del beneficio liberatorio cuando se verifiquen las circunstancias allí contempladas, para lo cual, a guisa de ejemplo, en el caso de la madre cabeza de familia, tal como ya acontecía en la Ley 750 de 2002, poco importaba que la pena fuera de ocho (8) o diez (10) años, o aun superior. Para el efecto, bastaba -así como actualmente acontece- que se materialice la hipótesis legal (superar la edad, padecer grave enfermedad, la proximidad del alumbramiento o la condición de madre -o padre- cabeza de familia de hijo menor de doce -12- años o que sufriere incapacidad permanente), para que se proceda a estudiar la posibilidad de otorgar la sustitución o la suspensión que otrora se contemplaba.

En ese orden de ideas, lo pertinente es verificar el cumplimiento de las exigencias existentes en la legislación escogida para solucionar el asunto propuesto, sin necesidad de recurrir a ninguna otra disposición, habida cuenta que las normas a las que hicimos referencia, permiten solucionar el asunto de manera directa.

Así las cosas, se analizará el asunto desde los dos puntos a los que se hizo relación en el escrito enviado por la asesoría jurídica de la cárcel de Belén de Umbría (Rda.), es decir, el estado de salud y la superación de la edad de 65 años, que como ya se vio son regulados de manera idéntica en ambos códigos procesales.

Frente a lo primero, debe decir la Sala que del dictamen practicado, claramente se colige que el señor GUEVARA MORALES no padece ninguna enfermedad grave que le impida cumplir la pena en las condiciones en las que actualmente la descuenta.

En lo que hace con la edad, se tiene que como se dijo de manera acertada en la providencia impugnada, ella per se no es el único factor a tener en cuenta, ya que se precisa mirar su personalidad, modalidad y naturaleza del delito. Para la Sala, no pueden pasar desapercibidas a la hora de ahora, las circunstancias que rodearon la comisión del delito cuya condena soporta el recluso, dado que sin ningún recato accedió sexualmente a una niña que aparte de tener tal condición, sufría de un retardo mental, situación también aprovechada por el agresor. Tales particularidades son indicadoras de una personalidad fundada en el desapego por las más elementales normas de convivencia ciudadana que imponen el respeto no solo a los niños, sino además, a aquellas personas que padecen de trastornos en su desarrollo mental, seres que por sus especiales condiciones merecen más la compasión y la solidaridad de sus congéneres que la situación de abuso que aquí se presentó. En ese entendido, estima la Sala que la colectividad a la que pertenece el señor GUEVRA MORALES, tiene derecho a que se le garantice que personas como la que aquí se condenó, reciban de una manera ejemplar la sanción impuesta.

Son estas las razones para considerar que por el momento, la pena de prisión que afronta el interno, no puede ser suspendida o sustituida y por ende, se impone la confirmación del auto interlocutorio apelado, aunque por las razones aquí plasmadas.   

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA por las razones aquí expuestas, la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, que fuera apelada.

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

 
 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ

Secretaria de la Sala
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